ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 55/2016 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 78/2017 Y SU ACUMULADA 79/2017

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 78/2017 y su acumulada 79/2017

PROMOVENTEs: partido encuentro social y morena
PONENTE: MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA HERNÁNDEZ

SECRETARIos: NATALIA REYES HEROLES SCHARRER
 alejandro gonzález piña

 eduardo aranda martínez

 daniel álvarez toledo

colaboradores: héctor gustavo pineda salas



             carlos eduardo michel regalado
ÍNDICE

	
	PÁGS.



	TRÁMITE

	1-65

	COMPETENCIA

	65

	OPORTUNIDAD

	65-66

	LEGITIMACIÓN y procedencia

	66-71

	MOTIVOS DE IMPROCEDENCIA

	70

	precisión metodológica

	70-73

	ESTUDIO DE FONDO

	73-309

	EFECTOS

	310-315

	RESOLUTIVOS

	315-321


ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 78/2017 y su acumulada 79/2017

PROMOVENTEs: partido encuentro social y morena
PONENTE: MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA HERNÁNDEZ

SECRETARIos: NATALIA REYES HEROLES SCHARRER
 alejandro gonzález piña

 eduardo aranda martínez

 daniel álvarez toledo

colaboradores: héctor gustavo pineda salas



             carlos eduardo michel regalado
No. de hojas: 321
Probable grado de dificultad:

Muy fácil ( )    Fácil ( )     Regular ( )         Difícil (X)        Muy difícil ( )

¿Tiene precedentes?

Si (X)         No ( )
CIUDAD DE MÉXICO, A 22 DE SEPTIEMBRE DE 2017.
ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 78/2017 y su acumulada 79/2017

PROMOVENTEs: partido encuentro social y morena
PONENTE: MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA HERNÁNDEZ

SECRETARIos: NATALIA REYES HEROLES SCHARRER
 alejandro gonzález piña

 eduardo aranda martínez

 daniel álvarez toledo

colaboradores: héctor gustavo pineda salas



             carlos eduardo michel regalado
CÁPSULA INFORMATIVA

PLENO

Los Presidentes de los Comités Nacionales de Encuentro Social y MORENA promovieron acción de inconstitucionalidad en la que solicitaron la invalidez de diversos artículos de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, así como del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del propio Estado.

A juicio de los partidos políticos accionantes, las normas impugnadas son contrarias a la Constitución Federal y vulneran diversos principios de naturaleza político-electoral, como por ejemplo, los principios de legalidad, seguridad jurídica y certeza electoral. 
Las acciones de inconstitucionalidad se registraron con los números de expediente 78/2017 y 79/2017, durante la secuela procesal se decretó su acumulación.
El problema jurídico a resolver consiste en determinar si las normas impugnadas vulneran los derechos políticos-electorales aducidos por los partidos políticos, como plataformas de participación democrática que representan a los ciudadanos.
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	PROBLEMARIO Y SÍNTESIS


PROMOVENTES
Encuentro Social y MORENA.
CONSIDERANDO PRIMERO
COMPETENCIA
SENTIDO DEL PROYECTO:

El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer de las presentes acciones de inconstitucionalidad acumuladas. 
OBSERVACIONES: Ninguna.

CONSIDERANDO SEGUNDO
OPORTUNIDAD
SENTIDO DEL PROYECTO:

La presentación de las acciones de inconstitucionalidad es oportuna.
El plazo de treinta días para promover acción de inconstitucionalidad respecto al decreto 181 (Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas) inició el quince de junio de dos mil diecisiete y feneció el catorce de julio siguiente.

Por su parte, el plazo para promover acción de inconstitucionalidad respecto al decreto 220 (Constitución Política de la entidad federativa) inició el uno y feneció el treinta de julio de dos mil diecisiete.
La demanda relativa al partido Encuentro Social fue presentada el doce de julio de dos mil diecisiete; por su parte, el partido político MORENA presentó la demanda el catorce de julio de dos mil diecisiete.
OBSERVACIONES: Ninguna.

CONSIDERANDO TERCERO
LEGITIMACIÓN Y PROCEDENCIA
SENTIDO DEL PROYECTO:

Los partidos políticos accionantes tienen legitimación para promover acción de inconstitucionalidad, toda vez que cumplieron con los extremos previstos en los artículos 105, fracción II, inciso f), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a saber:

a) Tienen registro ante la autoridad electoral correspondiente (INE).

b) Promovieron por conducto de su dirigencia nacional.

c) Quien suscribió la demanda respectiva tiene facultades.

d) Las normas que se combaten son de naturaleza electoral.

Las acciones de inconstitucionalidad acumuladas son procedentes en tanto se impugnan diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Chiapas y Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas, las cuales regulan aspectos que inciden directamente en los procesos electorales y en los derechos político–electorales de los ciudadanos.
OBSERVACIONES: Ninguna.
CONSIDERANDO CUARTO
MOTIVOS DE IMPROCEDENCIA
SENTIDO DEL PROYECTO:

Al rendir el informe, tanto el Poder Ejecutivo como el Legislativo del Estado de Chiapas sostuvieron que la acción de inconstitucionalidad debía sobreseerse en atención a diversos motivos (por ejemplo: ante la competencia de la legislatura local para emitir la normatividad impugnada o por virtud de la deficiencia de los conceptos de invalidez), sin embargo, dado que esos planteamientos están relacionados con el estudio de fondo de la acción de inconstitucionalidad, deben desestimarse.

Por lo demás, las partes no hicieron valer diversas causales de improcedencia, ni este Alto Tribunal advierte alguna que deba estudiarse de oficio, por lo que se procede al análisis de los conceptos de invalidez planteados.
OBSERVACIONES: Ninguna.
CONSIDERANDO QUINTO
PRECISIÓN METODOLÓGICA
SENTIDO DEL PROYECTO:
En atención a los argumentos de los partidos políticos accionantes, este Tribunal Pleno considera que el estudio de fondo del asunto deberá ocuparse de dar solución a los siguientes problemas jurídicos:
	Tema
	Accionante y concepto de inv.
	Normas impugnadas



	Tema 1. Regulación de propaganda gubernamental en medios de comunicación social.

CONSIDERANDO SEXTO
	MORENA

Primer concepto de invalidez.
	Artículo 5, numerales 3 y 4, del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas.



	Tema 2. Suspensión de derechos políticos.

CONSIDERANDO SÉPTIMO
	MORENA

Segundo concepto de invalidez.


	Artículo 9, numeral 2, fracciones I y V, del código impugnado.

	Tema 3. Requisitos de elegibilidad para cargos de elección popular.
CONSIDERANDO OCTAVO.


	MORENA

Concepto de invalidez tercero.
	Artículo 10, numerales 1, fracción II, y 4, inciso g), del Código de Elecciones y Participación Ciudadana de Chiapas.


	Tema 4. Geografía electoral; competencia para delimitar circunscripciones electorales.

CONSIDERANDO NOVENO.
	MORENA

Cuarto concepto de invalidez.
	Artículo 18, numeral 3, del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas.



	Tema 5. Preferencia del género femenino en la integración de las listas de candidatos y candidatas a diputados y diputadas por el principio de representación proporcional.

CONSIDERANDO DÉCIMO.


	MORENA

Quinto concepto de invalidez
	Artículo 19, numeral 2, inciso g), del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas.

	Tema 6. Catalogar como financiamiento privado de los partidos políticos, las aportaciones o donaciones provenientes de los Comités Nacionales u órganos equivalentes de los partidos políticos, cuando sean destinados a las campañas electorales locales.

CONSIDERANDO DÉCIMO PRIMERO.


	MORENA

Sexto concepto de invalidez


	Artículo 51, numeral 3, fracción V, del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas. 

	Tema 7. Financiamiento público estatal
CONSIDERANDO DÉCIMO SEGUNDO.

 
	MORENA

Séptimo concepto de invalidez
	Artículo 52, numerales 1, 3, 4, 10 y 11, del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas.

	Tema 8. Prohibición a cargo de los partidos políticos de nuevo registro o acreditación para formar coaliciones antes de la conclusión de la primera elección federal o local inmediata posterior a su registro o acreditación.
CONSIDERANDO DÉCIMO TERCERO.
	MORENA 

Octavo concepto de invalidez

Encuentro Social, único concepto de invalidez
	Artículo Noveno Transitorio del Decreto de reformas a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano del Estado de Chiapas; y artículos 47, 60, numeral 20, y 182, numeral 2 del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas.


	Tema 9. Regulación de la figura de Contralor General de autoridades electorales locales.

CONSIDERANDO DÉCIMO CUARTO.


	MORENA

Noveno concepto de invalidez
	Artículos 71, numeral 1, fracción XII, 97, numerales 1 y 2, fracción IV, 102, numeral 12, fracción XIX, y 105, numerales 3 y 5, todos del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas.



	Tema 10. Regulación de los Magistrados del Tribunal Electoral local.
CONSIDERANDO DÉCIMO QUINTO.


	MORENA

Décimo concepto de invalidez
	Artículos 101, numerales 12 y 17, fracción VIII, del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas y tercero transitorio del Decreto 220, por el que se reforman diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas.



	Tema 11. Asignación de presupuesto al Instituto Electoral y al Tribunal Electoral, ambos del Estado de Chiapas.
CONSIDERANDO DÉCIMO SEXTO.


	MORENA

Décimo primer concepto de invalidez
	Artículo 99, segundo párrafo, de la Constitución Política del Estado de Chiapas.

	TEMA 12. Plazo para la sustitución de candidatos que hayan renunciado.

CONSIDERANDO DÉCIMO SÉPTIMO.


	MORENA

Décimo segundo concepto de invalidez
	Artículo 190, numeral 1, fracción III del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas.

	Tema 13. Tope de gastos de campaña.
CONSIDERANDO DÉCIMO OCTAVO.


	MORENA

Décimo tercer concepto de invalidez
	Artículo 196, numeral 3, del Código de Elecciones y Participación Ciudadana de Chiapas.

	Tema 14. Plazos procesales del recurso de revisión. 
CONSIDERANDO DÉCIMO NOVENO.
	MORENA

Décimo cuarto concepto de invalidez
	Artículos 308, 341, numeral 1, fracción II, 342, numeral 1 y 344, numeral 1, del Código de Elecciones y Participación Ciudadana de Chiapas.



	Tema 15. Prohibición de representación en los medios de impugnación. 

CONSIDERANDO VIGÉSIMO.


	MORENA

Décimo quinto concepto de invalidez
	Artículos 327, numeral 1, fracciones III, IV y V, 356, fracción II, 360, numeral 1, del Código de Elecciones y Participación Ciudadana de Chiapas.



	Tema 16. Prohibición de ofrecer la prueba pericial en los medios de impugnación relacionados con el proceso electoral y sus resultados.
CONSIDERANDO VIGÉSIMO PRIMERO.


	MORENA

Décimo sexto concepto de invalidez
	Artículos 328, numeral 4, y 337, número 1, del Código de Elecciones y Participación Ciudadana de Chiapas.




	Tema 17. Regulación de la nulidad de las elecciones.
CONSIDERANDO VIGÉSIMO SEGUNDO.


	MORENA

Décimo séptimo concepto de invalidez
	Artículo 389, numeral 1, fracciones V y X, del Código de Elecciones y Participación Ciudadana de Chiapas.


CONSIDERANDO SEXTO
Tema 1. Regulación de propaganda gubernamental en medios de comunicación social.
MORENA considera que el artículo 5, numerales 3 y 4, del Código impugnado es inconstitucional, porque al regular cuestiones relativas a la difusión de propaganda gubernamental invade la esfera de competencias del Congreso de la Unión.
El argumento se califica como fundado. 

El Tribunal Pleno ha sostenido que la facultad para reglamentar el artículo 134 es competencia exclusiva del Congreso de la Unión. 
Las porciones normativas impugnadas prevén: las características de propaganda gubernamental que se difunde en medios de comunicación social en el Estado de Chiapas; la suspensión, así como sus excepciones, de dicha propaganda en tiempos electorales y la determinación de que la ejecución de obras y programas no se considera propaganda gubernamental, esto decir, cuestiones relacionadas con la reglamentación del artículo 134 constitucional. 
Consecuentemente, se propone declarar la invalidez del artículo 5, numerales 3 y 4 del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas.

CONSIDERANDO SÉPTIMO
Tema 2. Suspensión de derechos políticos.
MORENA impugna el artículo 9 numeral 2, fracciones I y V, del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas, porque considera que la suspensión de derechos políticos ahí prevista restringe excesivamente el derecho a votar y ser votado.

Para facilitar el análisis de este tema, el estudio se divide en dos apartados: (2.1) suspensión de derechos políticos a aquellas personas sujetas a un proceso penal por delitos que merezcan pena privativa de libertad, a partir del auto de formal prisión o desde que se declare que ha lugar a formación de causa y (2.2) suspensión de derechos políticos ante la negativa de desempeñar una sindicatura, regiduría, presidencia municipal, diputación o gubernatura.

2.1. Suspensión de derechos políticos a aquellas personas sujetas a un proceso penal por delitos que merezcan pena privativa de libertad, a partir del auto de formal prisión o desde que se declare que ha lugar a formación de causa.

MORENA sostiene que la fracción I, del numeral 2, del artículo 9 del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas es contraria a los derechos político-electorales del ciudadano y al principio de presunción de inocencia. 
El concepto de invalidez se considera parcialmente fundado.

En los diversos precedentes que se citan en el proyecto, esta Suprema Corte ha reconocido la validez de aquellos supuestos normativos que establecen el impedimento de ser elector para aquellos sujetos a un proceso penal por delito que merezca pena privativa de la libertad desde que se dicte el auto de formal prisión o vinculación a proceso, sólo cuando el procesado esté efectivamente privado de su libertad, pues ello implica su imposibilidad física para ejercer ese derecho.
En ese tenor, se concluye que la determinación el legislador local va más allá del texto constitucional al prever la suspensión de este derecho humano previo al inicio del proceso penal, por lo que se declara la invalidez de la porción normativa que establece “o desde que se declare que ha lugar a formación de causa” prevista en la fracción I, numeral 2, del artículo 9 del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas.

De considerarse que la expresión “o desde que se declare que ha lugar a formación de causa” no se refiere a una etapa del procedimiento en el juicio de responsabilidad, este Tribunal Pleno llega a la misma conclusión de invalidez ante la incertidumbre que implica la expresión utilizada por el legislador.

2.2. Suspensión de derechos políticos ante la negativa de desempeñar una sindicatura, regiduría, presidencia municipal, diputación o gubernatura.

Por otra parte, MORENA aduce que la diversa fracción V, numeral 2, del artículo 9 impugnado, no señala que el incumplimiento al desempeño del cargo resulte ‘injustificado’ como premisa para que se actualice la sanción y, además, prevé que la sanción al elector durará el tiempo que dure el cargo que se negó a desempeñar, lo que excede el plazo de un año previsto en el texto constitucional.
El argumento se considera parcialmente fundado, porque establece una limitación más excesiva que la que prevé el artículo 38, fracción I, constitucional, para sancionar el incumplimiento del deber previsto en el diverso 36, fracción IV, de la Carta Magna.
En ese sentido, se propone declarar la invalidez de la porción normativa que establece: “esta suspensión durará el tiempo que debería durar el cargo que se niega a desempeñar” prevista en la fracción V del numeral 2 del artículo 9 impugnado, en el entendido de que el plazo para la suspensión de los derechos políticos es el previsto en la fracción I del artículo 38 constitucional.
CONSIDERANDO OCTAVO
Tema 3. Requisitos de elegibilidad para cargos de elección popular.
MORENA cuestiona la validez del artículo 10, numerales 1, fracción II, y 4, inciso g), del Código de Elecciones y Participación ciudadana que prevén requisitos de elegibilidad para cargos de elección popular en el Estado de Chiapas. Al tratarse de supuestos distintos, su estudio se dividirá en dos apartados: en el primero (3.1) se analizará lo relativo a los plazos de separación de diversos servidores públicos para contender por uno de elección popular; en el segundo, (3.2) se abordará lo relativo a los requisitos de elegibilidad relacionados con la jurisdicción penal.
3.1. Exigencia de separación del cargo tres años antes para Consejeros, directores y miembros del Servicio Profesional de carrera de los órganos electorales, así como para los Magistrados electorales, todos del ámbito federal y local.

MORENA cuestiona la regularidad constitucional del artículo 10, numeral 1, fracción II del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas al considerar que el plazo de tres años que se exige a Magistrados electorales, Consejeros, directores y miembros del Servicio Profesional de carrera del ámbito federal o local para ocupar un puesto de elección popular es excesivo y contrario al artículo 116, fracción IV, inciso c) constitucional.
El concepto de invalidez se considera parcialmente fundado, en atención a las consideraciones siguientes.

A. Magistrados electorales locales.

Existe una disposición específica en la Ley General en el sentido de que los Magistrados Electorales de los Estados se tienen que separar de su cargo por un plazo equivalente a una cuarta parte del tiempo que hayan ejercido su función para poder contender por un cargo de elección popular, de manera que la libertad de configuración del legislador chiapaneco está limitada en este aspecto y, consecuentemente, el plazo de tres años que se prevé para la separación del cargo de Magistrados electorales es inconstitucional.
B. Magistrados electorales federales.
En este rubro, no se advierte previsión constitucional que establezca una temporalidad específica para la separación del cargo de estos funcionarios como un requisito de elegibilidad para contener por uno de elección popular, por lo que esta regulación entra dentro del marco de libertad de configuración de los Estados.

C. Consejeros y directivos del órgano electoral local.
El legislador chiapaneco no tiene competencia para regular la temporalidad para la separación del cargo de Consejeros y directores del órgano electoral local, pues existe disposición constitucional expresa al respecto, a saber, el numeral 4 del inciso c) de la fracción IV del artículo 16 constitucional.
D. Consejeros y directivos del órgano electoral federal.
En el mismo sentido, el legislador local carece de competencia para regular la separación del cargo de los consejeros electorales del órgano electoral federal, pues esta materia también encuentra disposición constitucional expresa en el artículo 41, fracción V, Apartado A, en el sentido de que los consejeros electorales del Instituto Nacional Electoral, no podrán ser postulados para cargos de elección popular en los dos años siguientes a la fecha de conclusión de su encargo.

Por otra parte, respecto a los demás servidores públicos del INE, no advierte previsión constitucional expresa, por lo que el legislador chiapaneco tiene libertad de configuración para determinar la separación del cargo los directores del Instituto Nacional Electoral como requisito de elegibilidad para un cargo de elección popular en el Estado.
E. Miembros del Servicio Profesional de Carrera.
Finalmente, en relación con los miembros del Servicio Profesional de Carrera, tanto del ámbito federal como local, se concluye que el legislador local tiene competencia para establecer su separación del cargo como un requisito de elegibilidad para los cargos de elección popular en el Estado, porque no se trata de un aspecto relacionado con la reglamentación de ese rubro, ni se advierte que la medida sea contraria a algún principios constitucionales.

En ese sentido, la consulta propone que la fracción normativa impugnada quede redactada en los términos siguientes:

“Artículo 10.

1. Son requisitos para ocupar un cargo de elección popular en el Estado de Chiapas, además de los señalados en la Constitución Federal y la Ley General, los siguientes:

II. “No desempeñarse como Magistrado Electoral Federal ni ocupar un cargo de dirección en el órgano electoral federal o en el Servicio Profesional de carrera en los órganos electorales, en el ámbito federal o estatal, salvo que se separe de su cargo tres años antes de la fecha del inicio del proceso electoral de que se trate;” 
3.2. Exigencia de no haber sido sujeto de jurisdicción penal y sentencia condenatoria con cinco años de antelación a la elección, así como no estar sujeto a causa penal por delito intencional.

MORENA cuestiona la regularidad constitucional del artículo 10, numeral 4, inciso g), del código impugnado, porque, en su opinión, impone condiciones para acceder a un cargo en el Ayuntamiento que resultan contrarias al principio de presunción de inocencia.
Al respecto, se estima necesario distinguir los supuestos normativos que prevé como requisitos para acceder a un cargo en el Ayuntamiento: (A) no haber sido sujeto de jurisdicción penal y sentencia condenatoria con cinco años de antelación a la elección y (B) no estar sujeto a causa penal por delito intencional.
A. No haber sido sujeto de jurisdicción penal y sentencia condenatoria con cinco años de antelación a la elección. 

Se propone la invalidez de la porción normativa analizada toda vez que es incongruente con la normatividad prevista en las fracciones III y VI del artículo 38 de la Constitución Federal.

B. No estar sujeto a causa penal por delito intencional.

Se sostiene que el artículo 10, numeral 4, inciso g, en la porción normativa que establece “no estar sujeto a causa penal por delito intencional” del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas, es válido, porque atiende lo dispuesto en los artículos 38, fracción II, y 20, apartado B, de la Constitución Federal que prevé que los derechos o prerrogativas de los ciudadanos se suspenden por estar sujeto a un proceso criminal por delito que merezca pena corporal a contar desde la fecha del auto de formal prisión.
CONSIDERANDO NOVENO
Tema 4. Geografía electoral; competencia para delimitar circunscripciones electorales.

MORENA impugna el artículo 18, numeral 3, del código impugnado al definir cuatro circunscripciones plurinominales y los distritos que las integran para efectos de la elección de diputados por el principio de representación proporcional, invade la competencia del INE para establecer la geografía electoral.
El concepto de invalidez se declara fundado, porque si bien es competencia del legislador local en términos de la fracción II del artículo 116 definir en cuántas circunscripciones electorales se divide el Estado, no le corresponde definir qué distritos electorales deben integrar cada circunscripción, pues ello es competencia exclusiva del INE.

En consecuencia, se declara la invalidez del numeral 3 del artículo 18 del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas, misma surtirá efectos una vez culminado el proceso electoral 2017-2018.

CONSIDERANDO DÉCIMO
Tema 5. Preferencia del género femenino en la integración de las listas de candidatos y candidatas a diputados y diputadas por el principio de representación proporcional.

MORENA sostiene que el artículo 19, numeral 2, inciso g), del código impugnado, rompe con los principios de proporcionalidad e igualdad en materia electoral, así como la garantía de alternancia de género en el acceso al cargo de legislador o legisladora, pues ante la eventualidad de que un partido político sólo alcance una diputación de representación proporcional por circunscripción, todas las legisladoras elegibles por esa vía serían del mismo género (mujer), por lo que el otro género (hombre) quedaría sub representado.
El argumento se califica como infundado, porque la medida busca cumplir con una finalidad constitucional de igualdad sustancial de la mujer en los asuntos políticos del país, al tiempo que combate un problema de discriminación estructural y generalizada de la mujer en el ámbito político-electoral. Lo anterior, es acorde con el mandato contenido en el artículo 41 constitucional.
Por tanto, se reconoce la validez del artículo 19, numeral 2, inciso g), del código impugnado.

CONSIDERANDO DÉCIMO PRIMERO
Tema 6. Catalogar como financiamiento privado de los partidos políticos, las aportaciones o donaciones provenientes de los Comités Nacionales u órganos equivalentes de los partidos políticos, cuando sean destinados a las campañas electorales locales.

MORENA solicita se declare la invalidez del artículo 51, numeral 3, fracción V, del  Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas, que asimila al financiamiento privado de los partidos políticos, las aportaciones o donaciones provenientes de los Comités Nacionales u órganos equivalente de los partidos políticos cuando sean destinados a las campañas electorales locales, habida cuenta que el mero hecho de provenir de instancias nacionales del mismo partido político y el que sean destinados a las campañas electorales locales, no convierte a esos recursos, generalmente públicos, en privados.

El argumento se califica como fundado, porque la norma en análisis establece una fuente distinta de las contempladas como financiamiento privado que no es acorde a las bases establecidas en la Constitución Federal y en la Ley General de Partidos Políticos. Además, se destaca que el principio de prevalencia del financiamiento público sobre el privado, se estableció para un adecuado control de los recursos utilizados en una contienda, pues con ello se busca tener transparencia y certeza del origen de los recursos y, sobre todo, limitar la injerencia de actores externos.
Consecuentemente, se declara la invalidez de la fracción V del numeral 3 del artículo 51 del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas.
CONSIDERANDO DÉCIMO SEGUNDO
Tema 7. Financiamiento público estatal.

MORENA impugna el artículo 52, numerales 1, 3, 4, 10 y 11, del código impugnado, entre otras cosas, porque condiciona el derecho de los partidos políticos al financiamiento público para el ejercicio de sus actividades ordinarias, así como para su participación en las campañas electorales de Gobernador, Diputados y Ayuntamientos.
7.1. Financiamiento público estatal condicionado a contar con representación en el Congreso local.

MORENA sostiene que es desmedido que se condicione la entrega de financiamiento público estatal a los partidos políticos con registro nacional, al hecho de que cuenten con representación en el congreso local.

Este argumento se califica como infundado, porque las normas cuestionadas se corresponden con los lineamientos de la Ley General de Partido Políticos.
7.2. Sobre la entrega de los recursos del financiamiento. 

MORENA considera inoportuno que el financiamiento se entregue sólo una vez cumplidos los plazos para el registro de candidatos y aprobadas las respectivas candidaturas por las autoridades electorales competentes.

El argumento se considera igualmente infundado porque establece un mecanismo suficientemente preciso para determinar cuándo se realizará la entrega de financiamiento público; además, la porción normativa impugnada debe entenderse en el sentido de que el financiamiento correspondiente a gastos de campaña se debe entregar una vez aprobadas las candidaturas, pero antes del inicio de las campañas electorales, con lo que se garantiza a los partidos políticos el ejercicio de esa prerrogativa constitucional.

Por tanto, se reconoce la validez de los numerales 1, 3, 4, 10 y 11 del artículo 52 del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas.
CONSIDERANDO DÉCIMO TERCERO
Tema 8. Prohibición a cargo de los partidos políticos de nuevo registro o acreditación para formar coaliciones antes de la conclusión de la primera elección federal o local inmediata posterior a su registro o acreditación.

Encuentro Social y Morena cuestionan la validez de los artículos Noveno Transitorio del Decreto de reformas a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano del Estado de Chiapas; así como 47, 60, numeral 20, y 182, numeral 2, del código impugnado, pues, desde su perspectiva, el legislador chiapaneco, al emitirlos, invadió la esfera competencial del Congreso de la Unión.
El concepto de invalidez se considera fundado, con excepción del artículo 182, numeral 2, del código impugnado, pues no se refiere a coaliciones.
En efecto, ha sido criterio reiterado de este Alto Tribunal que las entidades federativas no pueden siquiera regular a nivel local disposiciones establecidas en la Ley General de Partidos Políticos respecto de las coaliciones, pues el deber de adecuar su marco jurídico ordenado por el artículo Tercero Transitorio del Decreto por el que se expidió la normativa referida, no requiere la reproducción de dichas disposiciones a nivel local, si se considera que la citada Ley es de observancia general en todo el territorio nacional.
En consecuencia, se declara la invalidez del artículo 47, en la parte que establece “coaliciones”; de la totalidad del artículo 60, ambos del Código Electoral local, así como del artículo Noveno Transitorio del Decreto de reforma a la Constitución local, en la parte que se refiere al plazo para el registro de colaciones.
Adicionalmente, la invalidez decretada en este considerando se hace extensiva a las demás normas del ordenamiento que contienen el mismo vicio de inconstitucionalidad.

CONSIDERANDO DÉCIMO CUARTO
Tema 9. Regulación de la figura de Contralor General de autoridades electorales locales.

MORENA impugna la validez de los artículos 71, numeral 1, fracción XII, 97, numerales 1 y 2, fracción IV, 102, numeral 12, fracción XIX y 105, numerales 3 y 5, del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas, toda vez que resultan contrario a los principios constitucionales que rigen en materia electoral al prever las facultades del Congreso local para nombrar y remover al Contralor General interno del Instituto Electoral del Estado, así como de nombrar al Contralor General del Tribunal Electoral local.

Se declara infundado el planteamiento con relación a la facultad del Congreso de nombrar al contralor al Contralor General del Instituto Electoral del Estado, pero fundados respecto a las facultades para remover a dicho funcionario, en tanto se estima  tal competencia corresponde en exclusiva al Tribunal Administrativo local por mandato expreso de la Constitución Federal. Asimismo se reconoce como inválida la facultad de la legislatura local de designar al Contralor General del Tribunal Electoral al constituir una intromisión injustificada en su autonomía en independencia.
CONSIDERANDO DÉCIMO QUINTO
Tema 10. Regulación de los Magistrados del Tribunal Electoral local.

MORENA sostiene la invalidez de los artículos 101, numerales 12 y 17, fracción VIII, del Código impugnado, así como del artículo Tercero Transitorio del Decreto 220 por el que se reforman diversas disposiciones de la Constitución del Estado, al considerar que dichos preceptos no contemplan la posibilidad de reelección en favor de los Magistrados Electorales; se permiten que las vacantes temporales de éstos puedan ampliarse hasta por 180 días; y existe una omisión legislativa con relación al procedimientos para sustituir las vacantes temporales de magistrados.

Se declaran infundados los argumentos relacionados con la reelección de los Magistrados, al estimar que la constitución no les prevé este derecho en tanto que la disposición transitoria de la reforma constitucional de dos mil catorce no prevé este derecho, sino la posibilidad de los Magistrados que se encontraban en el ejercicio del cargo al momento de entrar en vigor las leyes generales, para poder ser elegidos para los nuevos nombramientos exigidos por dicha legislación. Por otro lado se declara la invalidez de la porción normativa que prevé la posibilidad de prorrogar las licencias temporales por noventa días adicionales, al considerar que ello es contrario a la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, puesto que en ella se prevé que las licencias temporales que excedan de tres meses se consideraran definitivas. Finalmente, se actualiza la omisión legislativa del Congreso de Chiapas al no prever el procedimientos para la sustitución de las vacantes temporales de los Magistrados Electorales, por lo que se ordena a la legislatura local llenar dicho vacío legal a la brevedad posible.
CONSIDERANDO DÉCIMO SEXTO
Tema 11. Asignación de presupuesto al Instituto Electoral y al Tribunal Electoral, ambos del Estado de Chiapas.

MORENA alega la invalidez del artículo 99, segundo párrafo, de la Constitución del Estado de Chiapas, la derogación de sus párrafos tercero y cuarto y la invalidez de los artículos primero y segundos transitorios del Decreto de reformas, pues estima que al establecer que el presupuesto al Instituto y Tribunal Electorales del Estado será el necesario para el cumplimiento de sus fines de conformidad con la suficiencia presupuestal en el ejercicio correspondiente, se deja de garantizar la autonomía financiera de dichos entes.

Tal argumento se considera infundado pues el límite relativo a la suficiencia de recursos es un límite connatural a cualquier asignación presupuestal, de ahí que no puede estimarse inconstitucional la norma que únicamente haga explícito este límite, sin demérito de la obligación de los órganos encargados de la asignación del presupuesto, de permitir el cumplimiento de los fines y atribuciones que la Constitución Federal le ha encargado a estos entes.
CONSIDERANDO DÉCIMO SÉPTIMO
Tema 12. Plazo para la sustitución de candidatos que hayan renunciado.

MORENA argumenta que el artículo 190, numeral 1, fracción III del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas es inconstitucional al establecer que la solicitud para sustituir al candidato que ha renunciado a su postulación debe presentarse ante el Instituto Electoral al menos veinte días antes a la elección.

Dicho planteamiento se estima infundado, toda vez que la fijación de este plazo mínimo pretende garantizar el derecho de los partidos políticos de participar en la contienda electoral pero sin vulnerar los demás principios constitucionales en materia electoral, pues dicho plazo otorga certeza a la ciudadanía de quiénes son los candidatos que contienden por un cargo de elección popular a efecto de poder decidir su voto.
CONSIDERANDO DÉCIMO OCTAVO
Tema 13. Tope de gastos de campaña.

El partido político MORENA cuestiona la validez del artículo 196, número 3, del código impugnado, porque regula ambiguamente el tope de gastos de campaña pues no prevé una fórmula precisa para fijar ese tope mediante una sencilla operación, aunado a que no precisa quiénes pueden ser las terceras personas que eventualmente realizarían esos estudios, a diferencia de lo que prevé el mismo artículo para el tope de gastos de la elección de gobernador, en el que sí establece un procedimiento preciso para determinarlo. De manera que no hay claridad respecto de la forma en que se determinará el tope de gastos de campañas para diputados y miembros del ayuntamiento.
El argumento se califica como infundado. El artículo 116, fracción IV, inciso h), constitucional, reconoce la libertad configurativa de las entidades federativas para legislar en torno a los límites de gastos de campaña. Además, el criterio adoptado por la legislatura del Estado de Chiapas satisface suficientemente la exigencia de certeza y objetividad, por las razones precisadas en el proyecto.
Se reconoce la validez del artículo 196, numeral 3, del Código de Elecciones y Participación Ciudadana de Chiapas.
CONSIDERANDO DÉCIMO NOVENO
Tema 14. Plazos procesales del recurso de revisión.

MORENA cuestiona la validez de los artículos 308, 341, numeral 1, fracción II, 342, numeral 1 y 344, numeral 1, del Código de Elecciones y Participación Ciudadana de Chiapas, porque además de establecer un plazo exiguo (cuarenta y ocho horas) para promover el recurso de revisión, esas normas establecen una diferencia de trato injustificada en cuanto a los plazos que tienen las partes en el recurso.
El concepto de impugnación es en parte infundado, y en parte fundado.

Es infundado que el artículo 308, numeral 2, sea inconstitucional por establecer el cómputo de los plazos de momento a momento (sic), mientras que un diverso artículo del mismo ordenamiento disponga la manera en que se computarán los plazos fijados por horas (de momento a momento) y la forma en que se computarán los establecidos por días (de las cero a las veinticuatro horas, a partir del día siguiente de la notificación). Es claro que esas normas no son incompatibles, sino complementarias, pues la segunda define la forma en que se computará el plazo establecido por la primera, lo que no genera incertidumbre alguna.

El resto del argumento se considera fundado, porque, en efecto, se establecen plazos desiguales para que las partes interpongan el recurso de revisión.

Por tanto, se declara la invalidez de los artículos 308, numeral 1, en las porciones normativas que establecen: “Recurso de Revisión y al”, “cuarenta y ocho horas y”, así como “respectivamente”, 341 numeral 1, fracción II, en la porción normativa relativa al plazo de setenta y dos horas con que cuentan los terceros interesados para manifestar lo que a su derecho convenga, 342, numeral 1, en la parte en que remite al plazo del artículo anterior declarado inconstitucional, y 344, numeral 1, en lo relativo al plazo que tienen las autoridades responsables para rendir su informe, todos del Código de Elecciones y Participación Ciudadana de Chiapas.
CONSIDERANDO VIGÉSIMO
Tema 15. Prohibición de representación en los medios de impugnación.

MORENA cuestiona la validez de los artículos 327, numeral 1, fracciones III, IV y V, 356, fracción II, 360, numeral 1, del ordenamiento impugnado, porque restringen innecesaria y arbitrariamente el derecho de acceso a la justicia, ya que no admite la representación para la promoción de los medios de impugnación, lo que va en contra del principio pro actione.
El concepto de validez se califica como fundado, pues las porciones normativas impugnadas, al establecer que los ciudadanos sólo pueden intervenir por derecho propio en los medios de impugnación de naturaleza electoral, transgreden el derecho de acceso a la justicia, protegido por el segundo párrafo del artículo 17 de la Constitución Federal.
En ese sentido, se determina que ha lugar a declarar la invalidez de la porción normativa “sin que sea admisible representación alguna” contenida en los artículos 327, fracciones III, IV y V, así como la porción normativa “por sí mismo” contenida en los artículos 356, fracción II, y 360, numeral 1, impugnados.
CONSIDERANDO VIGÉSIMO PRIMERO
Tema 16. Prohibición de ofrecer la prueba pericial en los medios de impugnación relacionados con el proceso electoral y sus resultados.

MORENA cuestiona la validez de los artículos 328, numeral 4, y 337, numeral 1, del código impugnado, porque limita la posibilidad de probar al proscribir la pericial en esos supuestos, y genera una antinomia entre esa prohibición y las cargas probatorias. Además, la norma prevista en el artículo 337, número 1, es deficiente porque no prevé la intervención de las partes en el desahogo de la pericial ordenada para mejor proveer.
El concepto de invalidez se considera infundado. Es cierto que se limita la procedencia de la prueba pericial en aquellos medios de impugnación vinculados con los resultados del proceso electoral, empero, ello obedece a la propia naturaleza de los procesos electorales y, en ellos, de los medios de impugnación que resuelven en forma definitiva éstos, que se caracterizan por la existencia de plazos breves que deben permitir a los órganos jurisdiccionales respectivos, resolver con oportunidad las impugnaciones planteadas con el fin de que en su caso, pueda conocer en última instancia la autoridad jurisdiccional federal, pero sobre todo para que esto se lleve a cabo antes de la fecha constitucional o legalmente fijada para la instalación de los órganos o la toma de posesión de los funcionarios elegidos.
Por otra parte, no existe la antinomia que denuncia MORENA, ya que la máxima del derecho probatorio relativa a que quien afirma, expresa o implícitamente, está obligado a probar, no queda desconocida como consecuencia de la limitación que reclama, en virtud de que existen otros medios de prueba que el artículo 328 enumera para el acreditamiento de las afirmaciones expresadas en algún medio de impugnación.

En consecuencia, las normas controvertidas no son contrarias a la Constitución Federal, por lo que ha lugar a reconocer la validez de los artículos 328, numeral 4, y 337 numeral 1, del ordenamiento impugnado.
CONSIDERANDO VIGÉSIMO SEGUNDO
Tema 17. Regulación de la nulidad de las elecciones.

MORENA cuestiona la validez del artículo 389, numeral 1, fracciones V y X, del Código de Elecciones y Participación Ciudadana de Chiapas, porque a juicio del partido político regulan deficientemente las causas de nulidad de una elección, en dos sentidos:
a) La fracción V regula deficientemente la nulidad, porque la autoridad electoral carece de atribuciones para emitir disposiciones administrativas sobre contratación de propaganda electoral en medios electrónicos de comunicación, en términos de lo establecido en el segundo párrafo, del apartado A, de la base III, del artículo 41 constitucional; y

b) La fracción X, regula deficientemente la causa de nulidad porque se refiere a la compra de cobertura informativa en radio y televisión, pero no a la adquisición, un concepto más amplio, por lo que no es congruente con lo dispuesto en el artículo 41, base VI, tercer párrafo, inciso b), de la Constitución federal.
Se califica como fundado el argumento precisado en el inciso a) y como infundado el precisado en el b), en atención a las consideraciones siguientes.

La fracción V impugnada viola el principio de certeza electoral, según el cual, entendido como el principio rector de todas las elecciones federales y locales en virtud del cual tanto ciudadanos, participantes, candidatos, partidos políticos y autoridades administrativas y jurisdiccionales locales y federales tengan pleno conocimiento de las reglas del juego democrático al iniciar el proceso electoral. Lo anterior, porque esa norma regula un supuesto de nulidad de forma deficiente, ya que establece como parámetro de nulidad la transgresión de las disposiciones fijadas por la autoridad administrativa electoral local relativas a la contratación de propaganda electoral, pero omite establecer como parámetro, también, los supuestos que sobre esa cuestión están previstos en la Constitución y en las leyes, lo que genera incertidumbre acerca de cuál es el parámetro que servirá para determinar la validez de una elección.

Por otra parte, se sostiene que el artículo 389, numeral 1, fracción X, del Código impugnado, no es inconstitucional siempre y cuando se interprete en el sentido de que también procede la nulidad de las elecciones con motivo de la adquisición de cobertura informativa o tiempos en radio y televisión, fuera de los supuestos previstos en las leyes generales y demás disposiciones legales aplicables, en términos del artículo 41, base VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Por tanto, se declara la invalidez de la fracción V del numeral 1 del artículo 389 impugnado, y se reconoce la validez de la diversa fracción X de ese mismo numeral y precepto. 
CONSIDERANDO VIGÉSIMO TERCERO

EFECTOS
De conformidad con los artículos 73 y 41 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal
, la presente resolución surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Chiapas.

Asimismo en atención a lo razonado en el Considerando Noveno de la presente ejecutoria, la declaratoria de invalidez del numeral 3 del artículo 18 del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas, surtirá efectos una vez culminado el proceso electoral 2017-2018. 

Con relación a la omisión legislativa detectada, respecto del procedimiento para sustituir las vacantes temporales de los Magistrados Electorales, tal y como quedó precisado en el Considerando Décimo Quinto de la presente resolución, se ordena requerir al Congreso del Estado de Chiapas para que de inmediato, una vez que haya sido notificado de la presente resolución, proceda a subsanar la omisión legislativa detectada y establezca en una ley el proceso de sustitución de las vacantes temporales de los Magistrados integrantes del Tribunal Electoral del Estado.

No pasa inadvertido lo dispuesto por el artículo 105, fracción II, penúltimo párrafo, de la Constitución General, en cuanto se establece la prohibición de modificar las leyes electorales durante el proceso electoral.
 Sin embargo, este Tribunal Pleno considera que en el caso en particular, resulta necesario que el Congreso local legisle con relación a las vacantes temporales de los Magistrados, pues justamente el vacío legal denunciado genera la falta de certidumbre jurídica que busca tutelar el precepto constitucional de mérito, pues ante el mandato de la propia ley impugnada en el sentido de que el Tribunal Electoral solo puede sesionar válidamente con la totalidad de sus miembros, la ausencia de algún Magistrado y la falta de reglas que establezcan cómo se suplirá dicha ausencia, se genera el riesgo de que dicho Tribunal quede paralizado al no poder sesionar, con el correspondiente demérito al cumplimiento de sus atribuciones.

Es por ello que se estima que, en el caso concreto, el mandato de legislar sobre el tema, es acorde con el principio de certeza jurídica que busca tutelar el precepto constitucional de mérito.

Por otro lado, como se ha visto en el considerando décimo tercero, el  legislador del Estado de Chiapas se encuentra impedido para legislar de cualquier forma el tema relativo a coaliciones. Por ello, con fundamento en el artículo 45, fracción I, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 Constitucional,  este Tribunal Pleno declara la invalidez por extensión y en vía de consecuencia de lo resuelto en dicho considerando, de las siguientes porciones normativas: 

De la Constitución Política del Estado de Chiapas:

	Artículo
	Porción normativa

	24
	“coaliciones”

	27, segundo párrafo
	“coalición,”

	28
	“o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición”

	33
	“coaliciones y”

	34, primer párrafo
	“o coaliciones”


Del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas:
	Artículo
	Porción normativa

	3, numeral 1, fracción IV, inciso f)
	“o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición”

	5, numeral 1
	“coalición”

	17, numeral 1, apartado A, fracción III, inciso b)
	Porciones normativas que dicen “coalición”


	17, numeral 1, apartado C, fracción IV, inciso a)
	“coalición o” y “coaliciones”

	19, numeral 1
	“coaliciones,”

	19, numeral  2, inciso a)
	“o una coalición”

	19, numeral 2, inciso b)
	“coalición”

	19, numeral 2, inciso c)
	La totalidad del inciso c).


	19, numeral 2, inciso d)
	“coalición”

	19, numeral 2, inciso f) 
	“coalición”

	19, numeral 2, inciso f), fracción I
	“En el caso de coaliciones, la votación valida emitida que se contabilizara, será aquella que precise el convenio respectivo.”

	19, numeral 2, inciso f), fracción III
	“o coaliciones”

	19, numeral 2, inciso h)
	“, coalición”

	22, numeral 3
	“o coaliciones totales”

	25, numeral 1, fracción I 
	“,coaliciones” 

	25, numeral 1, fracción III
	“coalición,”

	25, numeral 2
	“o coalición” 

	26, numeral 1, fracción I
	“o coaliciones”

	27, numeral 1, fracción I
	“o coalición,”

	27, numeral 1, fracción II
	“o coalición”

	27, numeral 1, fracción III
	“o coaliciones”

	27, numeral 1, fracción IV
	“,coaliciones”

	48, fracción V
	Suplencia “coaliciones,” 

	49, numeral 1, fracción XXII, inciso ñ)
	“Coalición y”

	61, numeral 1, fracción VII
	“o coalición”

	65, numeral 6, inciso d)
	“Coalición,”

	71, numeral 1, fracción XXIII
	“, Coalición”

	71, numeral 1, fracción XXIV
	“,coaliciones”

	82, numeral 3
	“o Coalición”

	91, numeral 1, fracción VII
	“coaliciones”

	91, numeral 1, fracción XI
	“de coalición y”

	141, numeral 2
	“, coalición”

	177,  numeral 1
	“o coaliciones”

	180, numeral 1
	“y coaliciones”

	182, numeral 5
	“o coaliciones”

	182, numeral 6
	“coalición o”

	183, numeral 1, fracción VII
	“coaliciones”

	183, numeral 2, fracción I
	“coalición,”

	189, numeral 1
	“, coalición”

	189, numeral 1, fracción I
	“, coalición”

	189, numeral 1, fracción I, inciso g)
	“o Coalición”

	189, numeral 1, fracción I, inciso h)
	“o Coalición”

	189, numeral 1, fracción II
	“, coalición”

	189, numeral 1, fracción V, inciso b)
	“Coalición,”

	189, numeral 1, fracción V, inciso e)
	“Coalición,” y “o coaliciones”

	189, numeral 1, fracción V, inciso e), punto i.
	“o coalición”

	190, numeral 4
	“o coaliciones”

	191, numeral 1
	“coaliciones”

	193, numeral 5
	“, coalición”

	194, numeral 1, fracción IX
	“, la coalición”

	197, numeral 1
	“las coaliciones” 

	197, numeral 4
	“las coaliciones y”

	211, numeral 4
	“coalición o”

	220, numeral 1
	“coaliciones”

	221, numeral 5
	“coaliciones”

	221, numeral 6
	“coaliciones”

	229, numeral 1, fracción V
	“coaliciones”

	229, numeral 1, fracción VII
	“Partidos coaligados y” así como “coalición o”

	230, numeral 1, fracción II
	“los partidos Políticos Coaligados o” 

	237, numeral 2
	“coaliciones”

	269, numeral 1, fracción III
	“o Coalición,”

	270, numeral 1, fracción XIII
	“coalición o”

	272, numeral 1
	“o coalición,”

	272, numeral 2
	“o coalición,”

	272, numeral 3
	“o coalición,”

	275, numeral 1, fracción IV
	“o coalición” (tercer renglón) así como “o coalición” (último renglón)

	276, numeral 1, fracción II
	“coaliciones”

	299, numeral 1, fracción II
	Toda la fracción II

	306, numeral 1
	“coaliciones”

	326, numeral 1, fracción III
	“la coalición,”

	327, numeral 1, fracción I
	“coaliciones”

	327, numeral 1, fracción I, inciso d)
	Todo el inciso d) 

	348, numeral 1
	“coalición,”

	352, numeral 1, fracción I
	“coaliciones”

	356, numeral 1, fracción I
	“coaliciones”

	361, numeral 1, fracción I
	“o coalición” y en la parte que dice “o del convenio de coalición”

	385, numeral 2
	“o conforme a lo acordado en los convenios de coalición,” 

	389, numeral 1, fracción VI
	“, coalición”

	389, numeral 1, fracción VII
	“, coalición”

	391, numeral 1
	“,coaliciones”


De igual forma, se declara la invalidez por extensión del artículo 105, numeral 5, del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas, en la porción normativa que dice “Tratándose de ausencia definitiva será hasta en tanto el Congreso designe al nuevo titular”.
Por otro lado, la declaratoria de invalidez del numeral 3 del artículo 18 del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas surtirá efectos una vez culminado el proceso electoral 2017-2018. Esto, atendiendo a la cercanía del proceso electoral en el Estado de Chiapas y a que la normativa actual en relación con las circunscripciones plurinominales es acorde a la conformación territorial de esa entidad federativa. Lo anterior, en el entendido de que, inmediatamente después de finalizado el proceso electoral en cuestión, el legislador local deberá actuar para colmar el vicio de inconstitucionalidad decretado.
Sirve de sustento a lo anterior, la tesis jurisprudencia P./J. 84/2007, de rubro: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN CUENTA CON AMPLIAS FACULTADES PARA DETERMINAR LOS EFECTOS DE LAS SENTENCIAS ESTIMATORIAS.”.
RESOLUTIVOS
PRIMERO. Es procedente y fundada la acción de inconstitucionalidad 78/2017, promovida por el partido político Encuentro Social.

SEGUNDO. Es procedente y parcialmente fundada la acción de inconstitucionalidad 79/2017, promovida por el partido político MORENA. 

TERCERO. Se reconoce la validez de los artículos 9, numeral 2, fracción I, en la porción normativa que establece: “las personas que estén sujetas a un proceso penal por delitos que merezcan pena privativa de libertad, a contar desde la fecha del auto de formal prisión”, –en términos de la interpretación precisada en el considerando octavo de esta ejecutoria-; 10, numeral 1, fracción II –en los términos señalados en el considerando octavo de la presente sentencia​–; 10, numeral 4, inciso g), en la porción normativa “no estar sujeto a sujeto a causa penal por delito intencional” –en términos de la interpretación precisada en el considerando octavo de esta ejecutoria-; 19, numeral 2, inciso g); 52, numerales 1, 3, 4, 10 y 11; 97, numerales 1 y 2, este último numeral, en la parte que se refiere a la facultad del Congreso del Estado de nombrar al Contralor General, y fracción IV; 101, numeral 12; 182, numeral 2; 190, numeral 1, fracción III; 196, numeral 3; 308, numeral 2, en lo relativo al cómputo de plazos de momento a momento; 328, numeral 4; 337, numeral 1; 389, numeral 1, fracción X, todos del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas.

Se reconoce validez del artículo 99, párrafo segundo, de la Constitución del Estado Libre y Soberano del Estado de Chiapas y Tercero Transitorio del Decreto 220, por el que se reformaron diversas disposiciones de la Constitución del Estado Libre y Soberano de Chiapas.

CUARTO. Se declara la invalidez de los artículos 5, numerales 3 y 4; 9, numeral 2, fracción I, en la porción normativa “o desde que se declare que ha lugar a formación de causa”; 9, numeral 2, fracción V, en la porción normativa “esta suspensión durará el tiempo que debería durar el cargo que se niega a desempeñar”; 10 numeral 4, inciso g), en la porción normativa “No haber sido sujeto de jurisdicción penal y sentencia condenatoria con cinco años de antelación a la elección y,”; 18, numeral 3; 51, numeral 3, fracción V; 47, en la porción normativa “coaliciones”; 51, numeral 3, fracción V; 60; 71, numeral 1, fracción XII, en la porción normativa que establece: “al Congreso del Estado, parque (sic) éste resuelva en un plazo no mayor a 30 días naturales”; 102, numeral 12, fracción XIX, en la porción normativa “al Congreso”; 105, numeral 3; 101, numeral 17, fracción VIII, en la porción normativa “susceptibles de prórroga por un periodo igual,”; 308, numeral 1, en las porciones normativas “Recurso de Revisión y al”, “cuarenta y ocho horas y”, así como “respectivamente”; 327, fracciones III, IV y V, en la porción normativa “sin que sea admisible representación alguna”; 341, numeral 1, fracción II, en la porción normativa relativa al plazo de setenta y dos horas con que cuentan los terceros interesados para manifestar lo que a su derecho convenga; 342, numeral 1, en la parte que remite al plazo del artículo 341, numeral 1, fracción II, declarado inconstitucional; 344, numeral 1, en lo relativo al plazo que tienen las autoridades responsables para rendir su informe; 356, numeral 1, fracción II, en la porción normativa “por sí mismo”; 360, numeral 1, en la porción normativa “por sí mismo”; 389, numeral 1, fracción V, todos del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas; y del noveno transitorio del decreto de reforma a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, en la parte que refiere al plazo para el registro de coaliciones.

QUINTO. En vía de consecuencia se declara la invalidez de los artículos 24, en la porción normativa “coaliciones”, 27, segundo párrafo, en la porción normativa “coalición,”, 28, en la porción normativa “o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición”, 33, en la porción normativa “coaliciones y”, 34, primer párrafo, en la porción normativa “o coaliciones”, todos de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas.

De igual forma, se declara la invalidez de los artículos 3, numeral 1, fracción IV, inciso f), en la porción normativa “o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición”; 5, numeral 1, en la porción normativa “coalición”; 17, numeral 1, apartado A, fracción III, inciso b) , en las porciones normativas “coalición”; 17, numeral 1, apartado C, fracción IV, inciso a), en las porciones normativas “coalición o” y “coaliciones”; 19, numeral 1, en la porción normativa “coaliciones,”; 19, numeral 2, inciso a), en la porción normativa “o una coalición”; 19, numeral 2, inciso b), en la porción normativa “coalición”; 19, numeral 2, inciso c); 19, numeral 2, inciso d), en la porción normativa “coalición”; 19, numeral 2, inciso f), en la porción normativa “coalición”; 19, numeral 2, inciso f), fracción I, en la porción normativa “En el caso de coaliciones, la votación válida emitida que se contabilizará, será aquella que precise el convenio respectivo.”; 19, numeral 2, inciso f), fracción III, en la porción normativa “o coaliciones”; 19, numeral 2, inciso h), en la porción normativa “, coalición”; 22, numeral 3, en la porción normativa “o coaliciones totales” ; 25, numeral 1, fracción I, en la porción normativa “, coaliciones”; 25, numeral 1, fracción III, en la porción normativa “coalición,”; 25, numeral 2, en la porción normativa “o coalición”; 26, numeral 1, fracción I, en la porción normativa “o coaliciones”; 27, numeral 1, fracción I, en la porción normativa “o coalición,”; 27, numeral 1, fracción II, en la porción normativa “o coalición”; 27, numeral 1, fracción III, en la porción normativa “o coaliciones”; 27, numeral 1, fracción IV, en la porción normativa “, coaliciones”; 48, numeral 1, fracción V, en la porción normativa “coaliciones,”; 49, numeral 1, fracción XXII, inciso ñ), en la porción normativa “Coalición y”; 61, numeral 1, fracción VII, en la porción normativa “o coalición”; 65, numeral 6, inciso d), en la porción normativa “Coalición,”; 71, numeral 1, fracción XXIII, en la porción normativa “, Coalición”; 71, numeral 1, fracción XXIV, en la porción normativa “, coaliciones”; 82, numeral 3, en la porción normativa “o Coalición”; 91, numeral 1, fracción VII, en la porción normativa “coaliciones”; 91, numeral 1, fracción XI, en la porción normativa “de coalición y”; 105, numeral 5, en la porción normativa que dice “Tratándose de ausencia definitiva será hasta en tanto el Congreso designe al nuevo titular”; 141, numeral 2, en la porción normativa “, coalición”; 177, numeral 1, en la porción normativa “o coaliciones”; 180, numeral 1, en la porción normativa “y coaliciones”; 182, numeral 5, en la porción normativa “o coaliciones”; 182, numeral 6, en la porción normativa “coalición o”; 183, numeral 1, fracción VII, en la porción normativa “coaliciones”; 183, numeral 2, fracción I, en la porción normativa “coalición,”; 189, numeral 1, en la porción normativa “, coalición”; 189, numeral 1, fracción I, en la porción normativa “, coalición”; 189, numeral 1, fracción I, inciso g) en la porción normativa “o Coalición”; 189, numeral 1, fracción I, inciso h), en la porción normativa “o Coalición”; 189, numeral 1, fracción II, en la porción normativa “, coalición”; 189, numeral 1, fracción V, inciso b), en la porción normativa “Coalición,”; 189, numeral 1, fracción V, inciso e), en la porción normativa “Coalición,” y “o coaliciones”; 189, numeral 1, fracción V, inciso e), punto i), en la porción normativa “o coalición”;  190, numeral IV, en la porción normativa “o coaliciones”; 191, numeral 1, en la porción normativa “coaliciones”; 193, numeral 5, en la porción normativa “, coalición”; 194, numeral 1, fracción IX, en la porción normativa “la coalición”; 197, numeral 1, en la porción normativa “las coaliciones”; 197, numeral 4, en la porción normativa “las coaliciones y”; 211, numeral 4, en la porción normativa “coalición o”; 220, numeral 1, en la porción normativa “coaliciones”; 221, numeral 5, en la porción normativa “coaliciones”; 221, numeral 6, en la porción normativa “coaliciones”; 229, numeral 1, fracción V, en la porción normativa “coaliciones”; 229, numeral 1, fracción VII, en la porción normativa “Partidos coaligados y” así como “coalición o”; 230, numeral 1, fracción II, en la porción normativa “los partidos Políticos Coaligados o”; 237, numeral 2, en la porción normativa “coaliciones”;  269, numeral 1, fracción III, en la porción normativa “o Coalición,”; 270, numeral 1, fracción XIII, en la porción normativa “coalición o”; 272, numeral 1, en la porción normativa “o coalición,”; 272, numeral 2, en la porción normativa “o coalición,”; 272, numeral 3, en la porción normativa “o coalición,”; 275, numeral 1, fracción IV, en las porciones normativas “o coalición”; 276, numeral 1, fracción II, en la porción normativa “coaliciones”; 299, numeral 1, fracción II; 306, numeral 1, en la porción normativa “coaliciones”; 326, numeral 1, fracción III, en la porción normativa “la coalición,”; 327, numeral 1, fracción I, en la porción normativa “coaliciones”; 327, numeral 1, fracción I, inciso d); 348, numeral 1, en la porción normativa “coalición,”; 325, numeral 1, fracción I, en la porción normativa “coaliciones”; 356, numeral 1, fracción I, en la porción normativa “coaliciones”; 361, numeral 1, fracción I, en las porciones normativas “ o coalición” y “o del convenio de coalición”; 385, numeral 2, en la porción normativa “o conforme lo acordado en los convenios de coalición,”; 389, numeral 1, fracción VI, en la porción normativa “, coalición”; 389, numeral 1, fracción VII, en la porción normativa “, coalición”; 391, numeral 1, en la porción normativa “, coaliciones”.
SEXTO. Se declara fundada la omisión en el sentido de que el legislador local no estableció un proceso o mecanismo para cubrir las vacantes temporales de Magistrados del Tribunal Electoral Local, en términos del considerando décimo quinto de la presente ejecutoria.

SÉPTIMO. Las declaraciones de invalidez decretadas en este fallo surtirán sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Chiapas. 

OCTAVO. La invalidez del numeral 3 del artículo 18 del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas surtirá efectos una vez culminado el proceso electoral 2017-2018. Inmediatamente después de finalizado el proceso electoral en cuestión, el legislador local deberá actuar para colmar el vicio de inconstitucionalidad decretado.

NOVENO. Requiérase al Congreso del Estado de Chiapas para que de inmediato, una vez que haya sido notificado de la presente resolución, proceda a subsanar la omisión legislativa detectada y establezca en una ley el proceso de sustitución de las vacantes temporales de los Magistrados integrantes del Tribunal Electoral del Estado.

DÉCIMO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado de Chiapas, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
� “Artículo 73. Las sentencias se regirán por lo dispuesto en los artículos 41, 43, 44 y 45 de esta ley”.


“Artículo 41. Las sentencias deberán contener: 


I. La fijación breve y precisa de las normas generales o actos objeto de la controversia y, en su caso, la apreciación de las pruebas conducentes a tenerlos o no por demostrados;


II. Los preceptos que la fundamenten;


III. Las consideraciones que sustenten su sentido, así como los preceptos que en su caso se estimaren violados;


IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las normas generales o actos respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Cuando la sentencia declare la invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada;


V. Los puntos resolutivos que decreten el sobreseimiento, o declaren la validez o invalidez de las normas generales o actos impugnados, y en su caso la absolución o condena respectivas, fijando el término para el cumplimiento de las actuaciones que se señalen;


VI. En su caso, el término en el que la parte condenada deba realizar una actuación”.


� Art. 105.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:


(…)


II.- De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución.


(…)


Las leyes electorales federal y locales deberán promulgarse y publicarse por lo menos noventa días antes de que inicie el proceso electoral en que vayan a aplicarse, y durante el mismo no podrá haber modificaciones legales fundamentales.


(…)


� La palabra colación se repite dos veces.


� El texto de esta norma es el siguiente: “c) Las coaliciones deberán observar las mismas reglas de paridad de género que los partidos políticos, aun cuando se trate de coaliciones parciales o flexibles, en cuyo caso, las candidaturas que registren individualmente como partido, serán acumulables a las de la coalición para cumplir con el principio de paridad.”
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